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CULTIVO ILEGAL DE CANNABIS - I. OBLIGACIÓN DE FUNDAMENTAR 
LA SENTENCIA EN MATERIA PENAL. JUSTIFICACIÓN ESPECÍFICA DE 
LA OPCIÓN DE LOS SENTENCIADORES. II. CAUSAL DE NULIDAD DE 
INCUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE LA SENTENCIA. JUECES 
QUE DESATIENDEN PARTE DEL MATERIAL DE CONVICCIÓN.

La fundamentación como imparcialidad

Germán Echeverría*

Con este fallo, la Corte Suprema no sólo mantiene vigente la doctrina que 
reconoce a la fundamentación de las sentencias como un presupuesto básico 
de su validez jurídica, sino que, de paso, reafirma el deber de imparcialidad 
del juzgador frente a los intervinientes en un sistema procesal penal.
Es evidente que la reproducción de los razonamientos que informan la 
decisión de absolución o condena, posibilita la fiscalización de la actividad 
jurisdiccional, pero en esta oportunidad el máximo tribunal parece ir más 
allá. No reprocha tanto la omisión de las reflexiones que informan el delito 
de cultivo ilícito de marihuana, como la falta de respuesta a las alegaciones 
de la defensa del acusado que durante el juicio sostuvo que la conducta típica 
de su representado se encontraba justificada por el ejercicio legítimo de 
un derecho y cuyas alegaciones y pruebas fueron ignoradas en la sentencia 
definitiva.
Sobre este aspecto, el profesor Rodrigo Valenzuela Cori escribe que si bien 
no existe un juez objetivo sin una historia personal y ajeno a las influencias 
culturales, es posible aspirar a un juzgador imparcial. Es verdaderamente 
imparcial aquel que no desatiende lo alegado por ninguna de las partes para 
decidir desde una postura propia, personal y por encima del contradictorio, 
sino que es verdaderamente desinteresado el juez que resuelve escuchando, 
considerando e incorporando a su proceso deliberativo todas las posturas 
contrapuestas que chocan1.

* Abogado, Periodista y Mg. en Derecho Penal, Universidad de Chile. Profesional de 
la Unidad de Estudios de la Defensoría Regional de Los Lagos.

1 VALENZUELA CORI, Rodrigo, Conflicto y Humanidades. Un Ensayo sobre Argu-
mentación Jurídica (Santiago, 2004), pp. 156, 157 y 158.
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Su conclusión la apoya en la máxima del pensamiento ampliado de Kant, 
que para acceder a un punto de vista universal exige desligarse de las condi-
ciones personales subjetivas de juicio, para adoptar el punto de vista de los 
otros. Y agrega: “Como se ve, ese punto de vista universal no se logra desde un 
punto de vista superior situado en las alturas, sino colocándose en el punto de 
vista de los otros. Una carta escrita por Kant en 1770 complementa su idea de 
la imparcialidad. Dice: Tú sabes que yo no enfrento las objeciones razonables 
con el solo ánimo de refutarlas, sino que al pensarlas siempre las entrecejo con 
mis juicios, dándoles la oportunidad de revertir mis más queridas creencias. 
Tengo confianza en que viendo mis juicios de este modo imparcialmente desde el 
punto de vista de los otros, una tercera perspectiva que mejore mi entendimiento 
anterior se pueda obtener. Hannah Arendt comenta este texto como sigue: Como 
ustedes ven, la imparcialidad se obtiene tomando en cuenta los puntos de vista 
de otros; la imparcialidad no es la consecuencia de un punto de vista más alto 
que resuelva la disputa manteniéndose por encima de la gresca”2.
En consecuencia, el actuar imparcial exige que la decisión descanse sobre 
los argumentos invocados por las partes en apoyo de sus pretensiones, sea 
para informar lo dispositivo del fallo o, como contrapartida, para ser ra-
zonadamente desestimado. Una sentencia que omite un pronunciamiento 
de fondo sobre las alegaciones de los intervinientes infringe la garantía del 
juez imparcial.
Por supuesto, esa inactividad del sentenciador deberá recaer sobre los as-
pectos de relevancia penal expuestos por los litigantes, desde que en materia 
de garantías constitucionales es necesario acreditar el carácter sustantivo y 
trascendente de la infracción reclamada3, desde que el silencio judicial recaí-
do en aspectos meramente adjetivos o accidentales del debate producido en 
audiencia, carece de la envergadura suficiente para invalidar lo resuelto4.

2 Ibídem.
3 Desde luego si la infracción se pretende reclamar al margen de los motivos abso-

lutos de nulidad del artículo 374 del Código Procesal Penal es menester que una causal 
genérica de nulidad acredite la sustancialidad de la infracción a los derechos o garantías 
asegurados por la Constitución o los Tratados Internacionales ratificados por Chile y 
que se encuentren vigentes, como lo exige el artículo 373 a) del Código Procesal Penal y 
debe tratarse además de un defecto esencial, porque tal como prescribe el artículo 375 
del Código Procesal Penal no causan nulidad los errores de la sentencia recurrida que no 
influyeren en su parte dispositiva.

4 En la causa Rol Nº 3193-08 de diecinueve de agosto de 2008 la Excma. Corte Suprema 
sostuvo que si consideramos que la pretensión punitiva ha de concretarse, en cada caso, en 
la imputación de uno o más hechos que, con arreglo a la ley penal sustantiva configuran 
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Uno de los principios fundamentales de la garantía del debido proceso, 
como se sabe, es el de imparcialidad del tribunal, según el cual las sentencias 
pronunciadas por los órganos que ejercen jurisdicción sólo son legítimas 
cuando se dictan en el marco de un procedimiento que no deja dudas acerca 
de la posición desprejuiciada del tribunal5.
Luigi Ferrajoli sostiene que la imparcialidad del juez exige el respeto de 
condiciones orgánicas y de otras de carácter cultural. Entre las primeras 
menciona: la imparcialidad en sentido estricto, entendida, como ajenidad 
del juzgador a los intereses de las partes; la independencia, destinada a 
brindar inmunidad a la labor del juez frente a todo sistema de poderes; 
y, por último, la naturalidad, que exige la designación y la determinación 
de las competencias del juez con anterioridad a la perpetración del hecho 
sometido a juicio. Entre las segundas, sostiene que la imparcialidad más allá 
de las garantías institucionales, es un hábito intelectual y moral de quien 
decide y que se resume en la total y absoluta ausencia de interés personal 
o privado en el resultado de la causa: nadie debe ser juez o árbitro en su 
propia causa y por ello –son palabras de Hobbes– “nadie debe ser árbitro si 
para él resulta aparentemente un mayor provecho, material o espiritual, de la 
victoria de una parte que de la otra”.6

un determinado delito, serán hechos relevantes o pertinentes aquellos que acrediten o 
excluyen la presencia de los componentes del delito, la participación culpable del hechor 
y las circunstancias modificatorias de su responsabilidad criminal, comprendidas en la 
acusación.

El mismo criterio había sido ya afirmado por la Excma. Corte Suprema en la causa 
Rol Nº 3297-05 de 23 de septiembre de 2005, oportunidad en la que afirma: Esta idea de 
la relevancia la encontramos, bajo la denominación sinónima de pertinencia, en el artículo 
276 del Código Procesal Penal cuando se refiere a las pruebas que fueren manifiestamente 
impertinentes y a la reducción del número de testigos o documentos cuando se deseare 
comprobar circunstancias que no guarden pertinencia sustancial con la materia sometida 
al conocimiento del tribunal del juicio oral. Que esta noción adquiere interés si se repara 
en que las narraciones de los hechos de la acusación y de la defensa en el contexto del 
debate contradictorio aparecen plagadas de circunstancias accidentales carentes de mayor 
importancia para la resolución de la controversia y cuya demostración tiende muchas veces 
al entorpecimiento de los objetivos perseguidos por el proceso penal.

5 CONTESSE SINGH, Jorge, Implicancias y recusaciones: el caso del tribunal consti-
tucional. Informe en derecho sobre la inhabilidad constitucional para conocer de un caso 
en el que se ha vertido opinión pública con anterioridad, en Revista Ius et Praxis, 2007, 
año 13 Nº 2 (XXX), p. 393.

6 FERRAJOLI, Luigi, Derecho y razón (Madrid, 2006), p. 581.
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En buena medida la actitud de ecuánime indiferencia del juzgador frente a 
las pretensiones de quienes litigan en su tribunal, se refleja en esta estructura 
triangular que se erige en sello de identidad del proceso penal acusatorio. La 
organización jurídica triádica es indispensable para garantizar la ajenidad 
del juez frente a los dos intereses contrapuestos –el de la tutela frente a los 
delitos representado por la acusación y el de la tutela frente a los castigos 
inmerecidos representado por la defensa– que además corresponden a los 
dos fines, perfectamente compatibles en abstracto, pero siempre conflictivos 
en concreto, que, como se ha visto, justifican el Derecho Penal7.
Así las cosas, el desinterés institucional y personal del juzgador frente a las 
peticiones de los intervinientes8 sería el epítome de la imparcialidad del 
tribunal que, no sólo aparta al juez de la política criminal impulsada por el 
Legislador y la Administración, sino que erige a la tutela jurisdiccional en un 
contrapoder que controla la legalidad de esas actuaciones del Estado, exclu-
yendo la satisfacción de todo apetito personal de la decisión pronunciada.
Por eso, la verdadera neutralidad del juzgador reclama que antes de resolver 
el conflicto, la decisión judicial aparezca informada por el debate de las partes 
y desarrollada bajo una imparcialidad capaz de responder las alegaciones 
penalmente relevantes de cada uno de los intervinientes, tal como lo exige 
este importante fallo de nulidad de la Corte Suprema.

7 Ibídem.
8 El artículo 12 del Código Procesal Penal prescribe que para los efectos regulados en 

este Código, se considerará intervinientes en el procedimiento al fiscal, al imputado, al 
defensor, a la víctima y al querellante, desde que realizaren cualquier actuación procesal 
o desde el momento en que la ley les permitiere ejercer facultades determinadas.

Corte Suprema

Santiago, tres de junio de dos mil 
trece.

VISTOS:
En estos antecedentes rol único 

Nº  1101112610-5 e interno del tribu-
nal 116-2012, se registra la sentencia 
dictada en juicio oral por el Tribunal 
Oral en lo Penal de San Bernardo, de 

dieciocho de marzo recién pasado, que 
condenó a Milton Gregory Flores Gatica 
a cuarenta y un días de prisión en su 
grado máximo, suspensión de cargos y 
oficios públicos durante el tiempo de la 
condena y multa de una unidad tribu-
taria mensual, como autor del delito de 
cultivo ilegal de cannabis sativa en grado 
de consumado, previsto y sancionado 
en el artículo 8º de la Ley Nº 20.000, 
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cometido el 27 de octubre de 2011, en 
la comuna de Paine, otorgándosele el 
beneficio de la remisión condicional 
de la pena.

En contra de dicho fallo el defensor 
penal público don Juan Pablo Moreno 
Fernández, por el imputado, interpuso 
recurso de nulidad invocando de mane-
ra principal la causal del artículo 373 
letra a) del Código Procesal Penal; en 
subsidio fundó el recurso en el motivo 
contemplado en el artículo 374 letra e) 
del mismo cuerpo legal, en relación a 
su artículo 342 letra c); y, en subsidio, 
se sustentó en la causal del artículo 373 
letra b) del indicado ordenamiento.

Este tribunal estimó admisible el 
recurso y dispuso pasar los antecedentes 
al señor Presidente a fin de fijar el día de 
la audiencia para su vista, según aparece 
de fojas 52 de estos antecedentes.

La audiencia pública se verificó el 
catorce de mayo pasado, con la concu-
rrencia y alegato de los abogados Sres. 
Fernando Mardones, por el acusado, y 
Jorge Valladares, por el Ministerio Pú-
blico, y luego de la vista del recurso se 
citó a los intervinientes a la lectura del 
fallo para el día de hoy, según consta del 
acta de fojas 61.

CONSIDERANDO:
Primero: Que el recurso intentado 

por la defensa del sentenciado descansa 
de manera principal en la contraven-
ción sustancial de derechos o garantías 
aseguradas por la Constitución Política 
de la República y por los tratados inter-
nacionales ratificados por Chile, causal 
consagrada en la letra a) del artículo 
373 del Código Procesal Penal, concre-
tando el defecto en la inobservancia del 

artículo 1º inciso 4º, artículos 5º y 19 de 
la Constitución Política de la República; 
artículos 19 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; 15 Nº 3 del Pac-
to Internacional de Derechos Económi-
cos Sociales y Culturales; 6º, 8º y 50 de 
la Ley Nº 20.000; 2º de la Ley Nº 20.370 
y 2º de la Ley Nº 20.609.

Explica que su parte instó por la 
absolución del acusado sosteniendo 
que operaba a su favor la causal de 
justificación establecida en el artículo 
10 Nº  10 del Código Penal, lo que 
vinculó directamente con su profesión 
de médico psiquiatra e investigador en 
salud pública, actividades que ejerce 
amparado en normas constitucionales, 
internacionales y en la propia legisla-
ción interna.

Refiere que el tribunal desestimó 
tales argumentos dado que los princi-
pios y derechos que fundamentan la 
causal de justificación esgrimida que 
se encuentran contenidos en la Consti-
tución y en los tratados internacionales 
invocados, pueden ser desarrollados, 
regulados o limitados por las leyes, 
cuyo es el caso del artículo 8º de la Ley 
Nº 20.000, que en resguardo de la salud 
pública permite el cultivo de cannabis 
pero con la competente autorización 
administrativa, de manera que el com-
portamiento del acusado no pudo estar 
amparado en el cumplimiento de un 
deber pues no ha obrado en el ejercicio 
de un deber jurídico imperativo, pues 
la plantación ilegal de cannabis sativa 
no era imprescindible para el cumpli-
miento de su deber médico.

Plantea que las normas de rango su-
perior que estima conculcadas apuntan 
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a la protección y reconocimiento de la 
libertad de pensamiento, de conciencia, 
de religión, libertad de opinión y de ex-
presión, libertad de educación, a gozar 
de los beneficios del progreso científico 
y de sus aplicaciones, al respeto a la li-
bertad para la investigación científica y 
para la actividad creadora, y el derecho a 
la realización material y espiritual, todos 
los cuales se han visto vulnerados en la 
decisión impugnada.

Indica que el fallo consideró que 
la norma del artículo 8º de la Ley 
Nº  20.000, en lo que se refiere a la 
autorización sanitaria del SAG, era 
superior y necesaria en comparación 
con los principios y garantías alegados, 
en circunstancias que debía considerar 
que existe una autorización superior 
en rango a aquella meramente admi-
nistrativa, cual es la que está implícita 
en el reconocimiento de los derechos y 
garantías reclamadas.

Destaca que en el juicio se incorpora-
ron una serie de elementos probatorios 
con los que quedó establecido que la 
conducta del encausado tenía fines 
terapéuticos, científicos, investigativos 
y de tratamiento médico, materia en la 
que venía trabajando hacía varios años, 
específicamente en el ámbito de adic-
ciones y de expansión de la percepción, 
por lo que al estar frente a una causal 
de justificación que elimina la antijuri-
dicidad del delito debía ser absuelto. Sin 
embargo, el tribunal desconoció que se 
trataba de un acto que forma parte de la 
preparación de un “rito de cultivo de la 
dimensión espiritual de la existencia”, 
desconoció el contexto de investigación 
científica aplicada y asumida como 

una responsabilidad profesional por el 
acusado, quien conduce un proceso de 
investigación en cuyo marco se realizan 
intervenciones tendientes a mejorar la 
salud pública, la educación y el desarro-
llo humano y social.

Finaliza solicitando se anule el juicio 
y la sentencia, se determine el estado 
en que ha de quedar el procedimiento 
y se ordene la remisión de los antece-
dentes al tribunal no inhabilitado que 
corresponda para la realización de un 
nuevo juicio.

Segundo: Que, en subsidio, el recur-
so se sustenta en la causal de nulidad 
del artículo 374 letra e) en relación al 
artículo 342 letra c) del Código Proce-
sal Penal. Al efecto recuerda que en el 
proceso de valoración de la prueba el 
tribunal debe hacerse cargo de todas las 
probanzas rendidas e indicar las razones 
por las que prefiere alguna en desmedro 
de otra, sea de cargo o de descargo.

En el caso en estudio, arguye que 
su parte cuestionó la antijuridicidad 
de la conducta incriminada, lo que 
constituyó la cuestión controvertida –y 
teoría del caso de la defensa–, sobre lo 
cual el imputado prestó declaración y 
rindió prueba testimonial y pericial. Sin 
embargo, del análisis del fallo despren-
de que sólo se menciona la prueba que 
rindió, pero no se analiza ni valora, no 
se indica por qué las declaraciones de 
algunos testigos de la defensa sirvieron 
para acreditar la participación culpa-
ble y no para establecer la causal de 
justificación alegada, ni se evidencian 
las motivaciones que se tuvieron en 
cuenta para desestimar sus probanzas, 
todo lo cual lo lleva a afirmar que las 
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conclusiones a que arriba el fallo para 
dar por establecido el delito sin que 
opere la causal de justificación, son 
consecuencia de la falta de valoración, 
porque de su lectura no es posible 
comprender las razones por las cuales 
el Estado no ha resuelto la absolución 
de su defendido.

Con estos argumentos pide la nuli-
dad del juicio y la sentencia y se deter-
mine el estado en que ha de quedar el 
procedimiento, a fin de que se ordene la 
remisión de los antecedentes al tribunal 
no inhabilitado que corresponda para la 
realización de un nuevo juicio.

Tercero: Que, en subsidio de las cau-
sales anteriores, el recurso se funda en la 
causal de nulidad del artículo 373 letra 
b) del Código Procesal Penal, la que se 
desarrolla en dos capítulos.

Su primera sección considera que se 
han aplicado erróneamente los artículos 
1º incisos 4º, 5º; y 19 de la Constitución 
Política de la República; 7º, 8º, 9º y 10 
Nº 10 del Código Penal; 8º y 50 incisos 
1º y 4º de la Ley Nº  20.000; 19 de la 
Declaración Universal de Derechos Hu-
manos; 15 Nº 3 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales; 2º de la Ley Nº 20.370 y 2º 
de la Ley Nº 20.609.

Plantea que de la relación de he-
chos que efectúa el acusado al prestar 
declaración en el juicio, además de los 
dichos de testigos, aparece que con 
excepción del uso de la cannabis por 
parte de los asistentes a las sesiones de la 
comunidad, las prácticas del imputado 
se enmarcaban en la búsqueda del bien-
estar mental y espiritual, con métodos 
amparados por el derecho.

Señala que la referencia al consumo 
personal que hace el artículo 8º de la 
Ley Nº 20.000 no sólo está limitado al 
consumo personal individual, sino que 
también abarca el consumo personal 
colectivo concertado. Como lo declara 
el acusado y consta en la sentencia, el 
cultivo tenía por fin el consumo privado 
y concertado con su equipo o algunos 
pacientes con fines de tratamiento mé-
dico, para la expansión de la conciencia, 
pero nunca con fines de tráfico, de modo 
que a lo sumo pudo existir un dolo de 
consumo privado colectivo y concertado 
que de acuerdo al artículo 50 de la Ley 
Nº 20.000 es constitutivo de falta.

Anota que de conformidad con lo 
que dispone el artículo 9º del Código, 
Penal, las faltas sólo se castigan cuando 
han sido consumadas, pero en este caso, 
el cultivo, que es lo reprochado, repre-
senta una etapa imperfecta o anterior al 
consumo colectivo final y concertado, 
que es la falta sancionada por el legisla-
dor, la que jamás se consumó. Es decir, 
el cultivo es un acto preparatorio de fu-
turos actos de consumo no punible. Por 
eso sostiene que la conducta de cultivo 
resulta ser atípica, no obstante lo cual 
el tribunal, aplicando erróneamente el 
artículo 8º de la Ley Nº 20.000, sancionó 
a su representado como autor del delito 
de cultivo ilegal de cannabis.

La segunda sección de la causal se 
desarrolla en torno a la errónea aplica-
ción de los artículos 10 Nº 10 del Código 
Penal; 1º inciso 4º, 19 Nº 1 y 6º de la 
Constitución Política; 18, 19 y 30 de 
la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 15.3 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y 
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Culturales; 1º, 2º, 12 y 13 del Pacto de 
San José de Costa Rica.

Considera que las alegaciones de 
su parte debieron estimarse constitu-
tivas de la causal de justificación del 
artículo 10 Nº  10 del Código Penal, 
pues el ejercicio legítimo de un derecho 
supone la exclusión, en el ámbito de la 
justificante, del exceso y del abuso o el 
ejercicio arbitrario del propio derecho. 
En relación al ejercicio legítimo del 
oficio o actividad médica, alega que la 
actividad terapéutica de quien ejerce 
la medicina conforme a la lex artis y 
que cuenta con el consentimiento del 
paciente no constituye una actividad 
típica, cuestión que los elementos de 
prueba incorporados al juicio confir-
maron, toda vez que la conducta del 
acusado no era constitutiva de tráfico 
sino que perseguía fines terapéuticos o 
de tratamiento médico.

De haberse aplicado correctamente 
el derecho, el tribunal debía concluir 
que existía a favor del acusado una 
autorización superior en rango a la 
administrativa del SAG, cual es la del 
artículo 1º inciso 4º de la Constitución, 
pero como consecuencia de la aplicación 
errónea de normas de derecho interno, 
como los artículos 2º de la Ley de Edu-
cación; artículo 2º de la llamada Ley 
Zamudio y los artículos 6º y 50 de la 
Ley Nº 20.000, el tribunal desconoció 
que el imputado estaba efectivamente 
amparado por derechos esenciales, apli-
cando una normativa inferior, descono-
ciendo la naturaleza esencial del ánimo 
o espíritu de la conducta de cultivo de 
cannabis. Se trata de un acto que forma 
parte de la preparación de un rito, “el 

del cultivo de la dimensión espiritual de 
la existencia”.

Por ello asegura que de haberse 
aplicado correctamente el derecho se 
habría reconocido que operaba a favor 
del imputado la causal de justificación 
reclamada.

Concluye solicitando que de acuerdo 
a lo que dispone el artículo 385 del Có-
digo Procesal Penal, se invalide sólo la 
sentencia y se dicte otra de reemplazo 
absolutoria ya sea por el carácter atípico 
de la conducta o bien porque ésta está 
justificada.

Cuarto: Que para un adecuado 
tratamiento de las diversas cuestiones 
planteadas, es conveniente abocarse en 
primer término a la constatación del 
efectivo cumplimiento de las exigencias 
que el artículo 342 del Código Procesal 
Penal impone a los jueces de la instancia 
para la expedición de sus sentencias, 
pues sólo en tal evento esta Corte 
estaría en condiciones de resolver las 
cuestiones sustantivas propuestas en las 
causales principal y segunda subsidiaria 
que sustentan el recurso.

En este sentido, considera el re-
currente que el fallo no acató los 
requerimientos legales en torno a su 
debida fundamentación y a la plena 
observancia de las reglas de valoración 
de los medios de prueba que habilitan 
a tener por establecidos ciertos suce-
sos que con posterioridad sustentan 
la exposición clara, lógica y completa 
de las circunstancias que se dieron 
por comprobadas, lo que se reclama a 
través del motivo absoluto de nulidad 
contemplado en el artículo 374 letra e) 
del Código Procesal Penal.
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Quinto: Que en torno al reproche 
planteado, reiteradamente ha sostenido 
esta Corte que toda sentencia criminal 
debe razonar y exponer los fundamen-
tos en que se apoya, justificar con rigor 
intelectual la corrección de la decisión 
adoptada, fijar los hechos y establecer 
el derecho aplicable. Motivar la decisión 
sobre los hechos significa elaborar una 
justificación específica de la opción 
consistente en tener algunos de éstos 
por probados, sobre la base de los ele-
mentos de prueba obtenidos contradic-
toriamente en la litis. Tal deber apunta 
no sólo a hacer inteligible la sentencia, 
sino también a asegurar un modo de 
actuar racional en el terreno previo de 
la fijación de las premisas fácticas del 
fallo.

El cumplimiento de este deber 
permite la fiscalización de la actividad 
jurisdiccional por parte de los tribuna-
les superiores mediante el ejercicio de 
los recursos procesales. Si el tribunal 
explica las razones de su resolución es 
posible controlar si efectivamente la 
actividad judicial se ha movido dentro 
de los parámetros de la lógica-racional y 
la legalidad o si, por el contrario, el fallo 
es el resultado de la arbitrariedad. Es 
por ello que en nuestro ordenamiento 
jurídico las decisiones judiciales no de-
ben resultar de meros actos de voluntad 
o ser fruto de simples impresiones de 
los jueces: deben ser el resultado de la 
estimación racional de las probanzas 
exteriorizada como una explicación 
igualmente racional acerca del porqué 
se decidió de esa manera –y no de otra–, 
explicación que deberá ser compren-
sible y para cualquier tercero. Parte 

importante de ese requerimiento es dar 
respuesta a todos los planteamientos y 
circunstancias formulados por las par-
tes atinentes a la litis.

Sexto: Que en este mismo orden de 
ideas esta Corte ha dicho que la exigen-
cia de fundamentación no sólo armoniza 
con lo dispuesto en el inciso 2º del 
artículo 36 del Código Procesal Penal, 
aplicable en la especie por ser común a 
todo tipo de resoluciones dictadas en el 
juicio oral, sino que encuentra respaldo 
constitucional en el inciso 6º del Nº 3 del 
artículo 19 de la Constitución Política 
de la República.

En consecuencia, dada la trascen-
dencia de estas reglas, si éstas no son 
respetadas, en términos de dar una 
adecuada respuesta a la tesis jurídica de 
cada uno de los intervinientes procede la 
anulación en los términos previstos en 
el artículo 374 letra e), en concordancia 
con el artículo 342 letra c) del Código 
Procesal Penal.

Séptimo: Que como se ha relacionado 
en el recurso y se ha expuesto en estra-
dos, el imputado, médico psiquiatra, se 
ha dedicado al trabajo de prevención y 
a los problemas de adicción a las drogas 
para lo cual fundó en 1995 “Triagrama”, 
una entidad compuesta por un equipo 
profesional dedicado al desarrollo 
humano integrado por especialistas 
en salud mental, psicólogos y por el 
mismo enjuiciado, en que la siembra de 
cannabis sativa es parte de un trabajo de 
investigación en que el consumo se hace 
con fines curativos.

El imputado construyó su defensa 
en torno a la necesidad terapéutica 
del consumo entre profesionales de la 
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salud mental cuyo era el fin específico 
de la existencia de la plantación de 
cannabis sativa, respecto de lo cual no 
hay discusión, pero esa alegación no ha 
sido resuelta por el tribunal pues en el 
proceso de subsunción de los hechos 
establecidos al tipo aplicado no aparece 
debidamente justificada –como debió 
serlo– la razón tenida en cuenta para 
adoptar aquella discusión.

En efecto, del estudio del fallo se 
advierte que se aceptó la imputación de 
mantenerse un cultivo de 120 plantas 
de cannabis sativa de una altura entre 
5 y 65 centímetros que configuraría el 
delito del artículo 8º de la Ley Nº 20.000 
a consecuencia de la falta de autoriza-
ción administrativa. Si bien es efectivo 
que tales hechos se corresponden con el 
tipo, para hacerse cargo de la alegación 
de concurrir la causal de justificación 
de cumplimiento de un deber, el fallo 
debió valorar los testimonios de la 
defensa en cuanto a esta motivación 
que habría tenido el imputado, esto es 
para concluir acerca de la ocurrencia 
de hechos justificatorios en tal sentido, 
razonamiento que era preciso como 
cuestión previa al descarte de la norma 
del numeral 10 del artículo 10 del Có-
digo Penal mediante un razonamiento 
puramente normativo.

Octavo: Que en dicho contexto, la 
sentencia incumple lo preceptuado en 
el artículo 342 letra c) del Código Pro-
cesal Penal, pues se desatendió parte 
del material de convicción al menos en 
el aspecto ya indicado, en circunstancias 
que una de las claves del sistema de libre 
valoración es la consideración de toda 
la prueba producida, configurándose 

consecuencialmente el motivo absoluto 
de nulidad del artículo 374 letra e) del 
mencionado texto legal, pues no ha sido 
dictada conforme a la ley, circunstancia 
que obliga a anular la sentencia conde-
natoria acogiéndose así la pretensión 
que en este sentido ha formulado la 
parte recurrente; siendo innecesario 
abocarse al conocimiento y resolución 
de las restantes causales deducidas por 
permitirlo el artículo 384 del Código 
Procesal Penal.

Por estas consideraciones y visto, 
además, lo dispuesto en los artículos 
19 Nº 3 incisos primero y quinto, de la 
Constitución Política de la República 
y 276, 295, 296, 342 letra c), 374 letra 
e), 377, 384 y 386 del Código Procesal 
Penal, SE ACOGE el recurso de nulidad 
interpuesto por la Defensoría Penal 
Pública en representación de Milton 
Gregory Flores Gatica, por lo que SE 
ANULA el juicio oral y la sentencia 
de dieciocho de marzo de dos mil 
trece, agregada de fojas 1 a 16 vuelta, 
pronunciada por el Tribunal Oral en lo 
Penal de San Bernardo, y se repone el 
procedimiento al estado de celebrarse 
un nuevo juicio conforme a derecho 
ante el tribunal oral competente y no 
inhabilitado que corresponda.

Regístrese y devuélvase, con su 
agregado.

Redacción a cargo del Ministro Sr. 
Dolmestch.

Pronunciado por la Segunda Sala, 
integrada por los Ministros Sres. Milton 
Juica A., Hugo Dolmestch U., Haroldo 
Brito C., Lamberto Cisternas R. y el 
Abogado Integrante Sr. Jorge Lagos G. 
No firma el Ministro Sr. Cisternas, no 
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obstante haber estado en la vista de la 
causa y acuerdo del fallo, por estar con 
feriado legal.

Autorizada por la Ministro de Fe de 
esta Corte Suprema.

Rol Nº 1.967-13.


